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                                                                      QUEJA-344/2016-2 


San Luis Potosí, San Luis Potosí a 05 cinco de octubre de 2016 dos mil dieciséis.

Vistos para resolver los autos que conforman el expediente 344/2016-2 del índice de esta comisión, relativo al recurso de queja, presentado contra actos del H. AYUNTAMIENTO DE VILLA DE LA PAZ, SAN LUIS POTOSÍ, por conducto del PRESIDENTE MUNICIPAL, a través de su TITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA y, 
R E S U L T A N D O S

Solicitud de acceso a la información pública.
PRIMERO. El 04 cuatro de mayo de 2016 dos mil dieciséis el recurrente, presentó una solicitud de acceso a la información pública al H. AYUNTAMIENTO DE VILLA DE LA PAZ, solicitud en la que pidió respectivamente lo siguiente: 

“[…] vengo a solicitar copia certificada de todas y cada una de las actas de cabildo que han sido emitidas en las sesiones de cabildo ordinarias y extraordinarias, mismas que solicito sean del día 01 del mes de Octubre del año 2015, a la fecha en que sea dada respuesta al presente escrito, así como copias del libro que manifiesta el numeral 28 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, lo cual, solicito sea acorde a la fecha peticionada en las actas de cabildo, como tercera petición solicito, se me haga saber el número de sesiones ordinarias, extraordinarias y el total de sesiones de cabildo que ha efectuado la administración actual (2015-2018) y derivado de esto, el número actual de actas de cabildo, y si estas han sido entregadas al H. Congreso de la Unión como lo manifiesta el numeral entes mencionado […]”
(Visible en la foja 1 de autos).

Inconformidad del solicitante 

SEGUNDO. El 26 veintiséis de mayo de 2016 dos mil dieciséis, el solicitante de la información interpuso el recurso de queja ante esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública del Estado, en contra de la omisión de respuesta a su solicitud de información pública mencionada en el punto anterior.

Admisión del recurso de queja.

TERCERO. El 27 veintisiete de mayo de 2016 dos mil dieciséis la Presidente de esta Comisión dictó un auto en el que se tuvo por recibido un recurso de queja; se tuvo como ente obligado al H. AYUNTAMIENTO DE VILLA DE LA PAZ, SAN LUIS POTOSÍ, por conducto del PRESIDENTE MUNICIPAL, a través de su TITULAR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA; se le tuvo al recurrente por ofrecidas las pruebas documentales que anexó a su escrito, la cuales se admitieron y se tuvieron por desahogas en virtud de su propia y especial naturaleza; se le tuvo por señalado domicilio para oír y recibir notificaciones; el Presidente de esta Comisión anotó y registró en el Libro de Gobierno el presente recurso con el expediente 344/2016-2; se requirió a los entes obligados para que dentro del plazo de tres días hábiles rindieran un informe en el que argumentaran todo lo relacionado con el presente recurso y remitieran todas las constancias que tomaron en cuenta para dar respuesta en el sentido en que lo hicieron; por otra parte, los entes obligados deberían de informar a esta Comisión de Transparencia si tenían la obligación legal de generar, administrar, archivar o resguardar la información solicitada; que de conformidad con el artículo 77 de la ley de la materia se les hizo saber a los entes obligados que para el caso de que argumentaran la inexistencia de la información, al momento de rendir su informe, deberían de remitir copia certificada de las constancias que acrediten las gestiones que han realizado en relación con dicho numeral; se les requirió para que manifestaran si existía impedimento para el acceso o la entrega de la información de conformidad con los artículos 41 y 53 de la ley de la materia, esto es, cuando se trate de información reservada o confidencial; asimismo se les apercibió que en caso de no rendir el informe en la forma y términos requeridos se le impondrían en su contra las medidas de apremio establecidas en el artículo 114 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado; se les corrió traslado con la copia simple del escrito de queja y de sus anexos; se les previno para que acreditaran su personalidad, así como para que señalaran persona y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; toda vez que las notificaciones personales se realizan por correo certificado en razón de la distancia, remítase el presente expediente al Pleno de esta Comisión para que se pronuncie respecto de la duplicidad del plazo para resolver los recursos de queja, de conformidad con el artículo 105 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública; el presente recurso de queja se tramitará en base a la abrogada Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí;
CUARTO. El 13 de junio de 2016 dos mil dieciséis la Presidente de esta Comisión dictó un auto en el que en cumplimiento al acuerdo de Pleno CEGAIP-165/2016, aprobado en Sesión Ordinaria de fecha 06 seis de junio de 2016 se aprobó por unanimidad de votos la duplicidad del plazo de 30 treinta días hábiles, en el entendido de que la referida duplicidad empezaría a transcurrir a partir de que concluyera el plazo de 30 treinta días hábiles siguientes a la interposición del recurso de queja.
Rendición del informe.
QUINTO.  El 04 cuatro de julio de 2016 dos mil dieciséis la Presidente de esta Comisión dictó un auto en el que se tuvo por recibidos un oficio número TMVP/2015-2018/020 signado por el responsable de la Unidad de Información Pública del H. Ayuntamiento de Villa de la Paz, recibidos el día 01 uno de julio de 2016 dos mil dieciséis, con 05 cinco anexos que se acompaña; se le tuvo al ente obligado por conducto del Jefe de la Unidad de Información Pública, por rindiendo en tiempo y forma el informe solicitado y por expresando argumentos relacionados con el presente recurso; asimismo, se le tuvo por señalando domicilio para oír y recibir notificaciones, así como persona para tal efecto; se les tuvo por ofrecidas y desahogadas las documentales que al efecto ofrecieron dada su especial naturaleza; se declaró cerrado el periodo de instrucción y se turnó para tal efecto a la ponencia de la Comisionada Presidente M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata por lo cual se procedió a elaborar la presente resolución y,

CONSIDERANDO

PRIMERO. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer y resolver la presente queja de conformidad con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17 Fracción tercera Párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 81, 82, 84, fracciones I y II, 99 y 105 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado, por lo que se procede al estudio del asunto en cuestión y el dictamen de la presente resolución.

Vía


SEGUNDO. La vía elegida por el promovente es la correcta, en razón de reclamar ante este órgano colegiado la violación a su derecho fundamental de acceso a la información pública, ya que se inconforma con la respuesta por parte del ente obligado a su solicitud de información, supuesto éste que se encuentra en los artículos 74 y 98 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Recurso

TERCERO. Resultó procedente la admisión y substanciación del recurso de queja, toda vez que el recurrente observó íntegramente las formalidades establecidas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, porque cumplió con cada uno de los requisitos exigidos por los artículos 100 y 102 de la invocada ley.

Temporalidad del recurso


CUARTO. De conformidad con los artículos 73 y 99, tercer párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado el medio de impugnación fue interpuesto oportunamente, es decir, después del plazo de los diez días que tenía la autoridad para dar respuesta a la solicitud de acceso a la información pública.

Legitimación 


QUINTO. En la especie el recurrente, es el legitimado para interponer el presente recurso de queja, ya que fue el que presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta recaída a ésta es precisamente a quien le pudiera deparar perjuicio.

Consideraciones y fundamentos


SEXTO. El solicitante acudió a esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública a interponer el medio de impugnación de que se trata, en contra de las respuestas proporcionadas por el ente obligado.

1. Estudio de los agravios.


Pues bien, esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública analiza los agravios del recurrente de conformidad con lo siguiente:


1.1. Agravio.


Dicha palabra en sentido muy amplio, es el equivalente a un perjuicio o, en sentido estricto es la afectación de un interés jurídico subjetivo del solicitante de la información o, en otras palabras, es la afectación que el quejoso manifiesta en su derecho de acceso a la información en el sentido de que la respuesta transgrede cualquiera de los supuestos previstos el primer párrafo del artículo 98 de la propia ley de la materia.


En efecto, aunque la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado no establece esa palabra ni en sentido amplio ni en sentido estricto, ésta se desentraña del primer párrafo del artículo 98
 de la Ley de Transparencia que establece algunos de los supuestos por los cuales los recurrentes pueden presentar el recurso de queja ante esta Comisión de Transparencia y que son cuando a las personas se les niegue el acceso a la información o considere que la información que le fue entregada es incompleta, no corresponde con la que pidió o bien, no esté de acuerdo con la entrega de la información en tiempo, el costo de la información, su formato o la modalidad de entrega.


Ahora, esos supuestos mencionados se traducen como agravios que no son más que la transgresión a la Ley de Transparencia y, a la luz de las inconformidades del recurrente –agravio– ya que de éstas se desprende de las propias manifestaciones que el quejoso realiza en su recurso de queja. 
1.2. Agravio del recurrente.

En la especie el recurrente manifestó como motivo de inconformidad lo siguiente:

· Que no se le ha notificado resolución alguna a su petición.
1.3. Agravio fundado.

Lo fundado del agravio depende de que a la recurrente le asiste la razón en el motivo de inconformidad que al efecto expresó, esto es, que efectivamente está demostrado que hay una transgresión al derecho de acceso a la información pública en términos del artículo 98 de la Ley de Transparencia.

Ahora, para mejor entendimiento de esta resolución, esta Comisión de Transparencia analiza el agravio de acuerdo con lo siguiente.

En la especie su agravio es fundado, tal y como se expone de la manera siguiente:

En efecto, lo que el quejoso solicitó al momento de presentar su solicitud de información, manifestó que requería las actas de cabildo que habían sido emitidas de las sesiones de cabildo ordinarias y extraordinarias, mismas que solicitó fueran del día 01 uno de octubre del año 2015 dos mil quince a la fecha que fuera dada la respuesta a su escrito, así como copias del libro que manifiesta el numeral 28 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, lo cual, solicitaba fuera acorde a la fecha peticionada en las actas de cabildo y, como tercera petición, solicitaba se le hiciera saber el número de sesiones de cabildo que había efectuado la administración actual (2015-2018) y si esas actas habían sido entregadas al H. Congreso de la Unión.
A lo solicitado por el quejoso, el ente obligado no demostró haber dado una respuesta dentro del término de 10 diez días, término establecido por la Ley de Transparencia del Estado, motivo por el cual, el quejoso al presentar el actual recurso de queja, manifestó que no se le había dado una respuesta a su solicitud, por lo cual, como motivo de inconformidad manifestó la falta de respuesta a su solicitud de información.

Una vez admitido el presente recurso de queja, se le requirió al ente obligado para que emitiera un informe en el que manifestara todo lo relacionado con el presente recurso de queja, entonces, una vez que el ente obligado rindió el informe, manifestó que la solicitud de información había sido respondida mediante oficios, entregándole la información que había solicitado, manifestando que anexaban la evidencia correspondiente.


Ahora bien, de las constancias anexadas por el ente obligado, en efecto, se observa que notificaron al quejoso la respuesta a su solicitud de su información, máxime, que la respuesta fue fuera del término establecido, sin embargo, le otorgaron las copias solicitadas, así como también le manifestaron el número de actas de cabildo que habían sido emitidas de las sesiones de cabildo, tanto ordinarias como extraordinarias, así como también manifestaron que las mismas si habían sido entregadas al H. Congreso de la Unión, no obstante, no anexaron copias del libro de actas en donde quedan anotados los extractos de los asuntos tratados y el resultado de las votaciones, es decir, aún en la respuesta dada en el informe del que se les requiere, fueron omisos en dar una respuesta completa, ya que fueron omisos en anexar copias del libro de actas en donde quedan anotados los extractos de los asuntos tratados, aunado a lo anterior, el ente obligado manifestó que la información se había otorgado en copias simples, motivo por el cual anexaban un oficio aclaratorio donde se explicaba el motivo por el cuál no habían sido certificadas las Actas de Cabildo, tal y como lo había solicitado el quejoso, oficio que se observa de la siguiente manera:
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(Visible en foja 24 de autos)


Sin embargo, de conformidad con los artículos 67 fracción III y 76 de la Ley de Transparencia del Estado, los cuales establecen:
ARTICULO 67. La consulta, búsqueda y localización de la información serán gratuitas. En el caso de la reproducción de documentos, los entes obligados cobrarán:

[…]

III. La certificación de documentos, cuando proceda, en los términos de la ley aplicable. 

ARTICULO 76. Las unidades de información pública de cada entidad sólo estarán obligadas a entregar documentos que se encuentren en sus archivos. De no estar en sus archivos, las unidades deberán justificar la inexistencia o pérdida de la información solicitada. La obligación de acceso se cumplirá cuando el solicitante tenga a su disposición las copias simples, certificadas o cualquier otro soporte técnico, en el que se encuentre contenida la información solicitada, o cuando realice la consulta de la información en el lugar en el que ésta se encuentre. Cuando la información solicitada ya esté disponible para consulta, se le hará saber por escrito al solicitante, el lugar donde puede consultarla y las formas para reproducir o adquirir dicha información. Una vez entregada la información, el solicitante acusará recibo por escrito en el formato que le proporcione la unidad.


Es decir, que, si bien es cierto que, en los casos de reproducción de la certificación de documentos, los entes obligados estarán facultados para hacer el cobro respectivo, lo cierto es que en relación con el artículo 76 la obligación del acceso de la información se cumplirá cuando el solicitante tenga el acceso a la información en la modalidad en la que la solicitó, en otras palabras, el ente obligado se limitó a entregar la información en copia simple, misma información que como ya se dijo, fue de manera incompleta – ya que no se entregó las copias del libro que solicitó – se debió de haber hecho del conocimiento del solicitante el pago de las copias certificadas, anteriormente a que emitieran una respuesta, máxime que la respuesta fue dada hasta el informe del que se le requirió, entonces, se interpreta que el derecho de acceso a la información no se encuentra cumplido, ya que el quejoso no se allegó a la información que solicitó en el medio en el que lo requirió y, como lo establece la misma Ley, el principal objetivo de la misma, es que el quejoso se allegue a la información que solicitó, así como también que sea con el principio de máxima publicidad, por lo cual, en la especie, el derecho no se encuentra colmado, ya que se insiste, la respuesta fue de manera extemporánea – fuera del plazo de 10 diez días establecido por la Ley – y la misma se encontró de manera incompleta.


Lo anterior también tiene fundamento en los artículos 2 fracción I, 3 fracción XX, 5 primer párrafo, 6, 8, 10 y 19 fracción VI de la Ley de Transparencia del Estado, los cuales establecen:
ARTICULO 2º. Esta Ley tiene por objeto: 


I. Garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública;
ARTICULO 3º. Para efectos de esta Ley se entiende por:

[…]
XX. Información pública de oficio: la información que las entidades y servidores públicos están obligados a difundir de manera obligatoria, permanente y actualizada, sin que medie para ello, solicitud de acceso;

ARTICULO 5º. Toda la información creada, administrada o en posesión de los entes obligados, es un bien público cuya titularidad radica en la sociedad; por tanto, debe estar a disposición de cualquier persona, salvo aquélla que por la afectación de los derechos de terceros y excepciones previstas en la presente Ley, deba resguardarse por su carácter reservado o confidencial.

ARTICULO 6º. Los entes obligados deben proporcionar la información solicitada en el tipo de documento en que se encuentre. El solicitante puede reproducir por cualquier medio dichos documentos. Cuando la información requerida se encuentre en dos o más tipos de documentos, el solicitante elegirá entre los formatos, para la entrega correspondiente.

ARTICULO 8º. Los servidores públicos y toda persona que formule, produzca, procese, administre, archive y resguarde información pública, es responsable de la misma y está obligada a permitir el ejercicio del derecho de acceso a la información pública en los términos de esta Ley, sin menoscabo de las sanciones contempladas en la Ley de Archivos del Estado de San Luis Potosí.

ARTICULO 10. Para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, la interpretación de esta Ley y de su reglamentación, se orientará a favorecer los principios de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los entes obligados; así mismo, atenderá a los principios constitucionales y a los instrumentos internacionales suscritos y ratificados en esta materia por el Estado Mexicano, y a la interpretación que de los mismos hayan realizado los órganos nacionales e internacionales especializados.

ARTICULO 19. Además de la señalada en el artículo 18 de esta Ley, las entidades públicas deberán poner a disposición del público, de oficio, en forma completa y actualizada, la siguiente información:

[…]

VI. La información contenida en las minutas, acuerdos y actas de las reuniones oficiales de sus órganos colegiados, salvo que por disposición expresa de la ley, se determine que deban realizarse con carácter reservado;

Es por este motivo que se insiste, el derecho de acceso a la información no se encuentra cubierto en su totalidad, ya que se insiste:

· La respuesta fue de manera extemporánea

· No se le entregó la información completa, faltando las copias del libro de actas, inclusive el ente obligado no realizó ninguna manifestación sobre el mismo.

· Le debieron de haber informado previo a notificar la respuesta, que las copias certificadas tenían un precio establecido por la Ley y no sólo haberse limitado a emitir una respuesta en copia simple.

Es por lo antes expuesto y, como ha quedado aclarado y establecido, no se cumplió el acceso a la información del quejoso, motivo por el cual, el agravio que manifestó el quejoso, resultó ser fundado.

2. Principio de afirmativa ficta.


Dicho principio es una máxima del derecho de acceso a la información pública que consiste en que los solicitantes no permanezcan por tiempo indefinido en la incertidumbre del silencio de la autoridad de resolver su solicitud de acceso a la información pública en el plazo que le marcan los artículos 73 y 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, ya que estos preceptos tienen por objeto que los solicitantes no se vean afectados en su esfera jurídica ante la pasividad de la autoridad que legalmente debe de emitir una respuesta, de tal manera que no sea indefinida la conducta de abstención asumida por la autoridad.



Obligación por parte del ente obligado de dar respuesta dentro del plazo del artículo 73 de la Ley de Transparencia.

El artículo 73 de la ley ya mencionada, dispone que la unidad de información pública será la encargada de realizar las gestiones internas dentro de la entidad pública para facilitar el acceso a la información y entregar la información requerida, dentro de los diez días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud y que el plazo podrá ampliarse por otros diez días hábiles, siempre que existan razones suficientes para ello y se notifique tal circunstancia al solicitante. 


Incluso, en caso contrario, esto es, que la autoridad no sea omisa, sino que niegue la información por ser confidencial, reservada, o no corresponde la solicitud a la unidad de información pública, de igual manera aquella debe de dar una respuesta dentro de los diez días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud de acceso a la información pública, aunque ésta sea en sentido negativo, o sea, que niegue la información, ya que así lo exige el segundo párrafo del artículo 73 de la Ley de Transparencia, esto es que necesariamente debe de haber respuesta en tiempo ya sea para acceder a la información o bien, para negar la información.

Consecuencias de que la autoridad no de la respuesta en tiempo a la solicitud de acceso a la información pública.


De conformidad con el artículo 75
 de la Ley de Transparencia si la autoridad no demuestra que otorgó la información que le fue solicitada o dio la respuesta en tiempo –dentro del plazo de diez días– la consecuencia es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública aplicará el principio de afirmativa ficta en el sentido de obligar a la autoridad responsable a entregar la información en la modalidad solicitada por la quejosa de manera gratuita en un plazo máximo de diez días hábiles tal y como lo establece dicho precepto. 

Efectos de la aplicación de principio de afirmativa ficta.


Los efectos de la aplicación de la afirmativa ficta para la autoridad son:

1. Que entregue de forma gratuita la información y en la modalidad en que le fue solicitada de conformidad con el propio artículo 75 de la Ley de Transparencia.

2. Que por el sólo hecho de no responder la solicitud de información, se entiende prima facie  en sentido positivo –tercer párrafo del artículo 99
 de la Ley de Transparencia– y éste se entiende de dos formas:
a) Que la autoridad posee la información.
b)  Y que esa información es pública. 

Excepciones a la aplicación del principio de afirmativa ficta.


Como toda regla, dicho principio admite excepciones, pues por más que la autoridad no demuestre que dio la información en tiempo y que por ende se debe de aplicar el principio de afirmativa ficta, hay supuestos en lo que no procede éste y que es cuando:

a) La información es reservada.

b) La información es confidencial –está regla también admite excepciones, pues hay documentos en los que consta la información que permite eliminar las partes o secciones clasificadas
–.

c) Cuando por disposiciones que rigen el actuar de la autoridad obligada no debe de crear, producir, generar, poseer, procesar, administrar, archivar o resguardar esa información.  

Caso concreto.


Así pues, una vez expuesto lo anterior esta Comisión de Transparencia procede a analizar la aplicación de la figura de la afirmativa ficta, ya que el quejoso reclamó que no se le entregó la información que solicitó, siendo que se trata de información pública de oficio y como se adelantó su agravio es fundado. 

Aplicación del principio de afirmativa ficta.


En el presente procedimiento esta Comisión de Transparencia determina que aplica el principio de afirmativa ficta porque en el caso tiene aplicación el ACUERDO CEGAIP 401/2009 donde se establece la interpretación del artículo 75 de la Ley de Transparencia, acuerdo que es como sigue:

ARTÍCULO 75 DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, LA EXPRESIÓN “NO RESPONDIERE AL INTERESADO” NO DEBE DE ENTENDERSE DE MANERA ABSOLUTA, SINO TAMBIÉN CUANDO EN LA CONTESTACIÓN A LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN SEA OMISA, EVASIVA, IMPRECISA, INCOMPLETA, NO JUSTIFIQUE SU PÉRDIDA, DESTRUCCIÓN, INEXISTENCIA, O NO FUNDE Y MOTIVE SU NEGATIVA. De la interpretación del artículo 75 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí la expresión “no respondiere al interesado” no debe de entenderse de manera absoluta, sino también cuando que de una solicitud de acceso a la información en la que contenga varios puntos, el Ente Obligado no se pronuncie sobre alguno de ellos, o bien cuando, el Ente Obligado por no incurrir en el supuesto de la afirmativa ficta conteste sólo por no caer en la omisión, esto es, que su contestación sea tan evasiva, imprecisa, incongruente o ambigua con lo que le fue solicitado o, que no justifique de una manera correcta y fehaciente la inexistencia o pérdida, destrucción, inexistencia de la información de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 de la referida Ley de Transparencia, además de que la negativa debe de estar debidamente fundada y motivada de conformidad con el artículo 16 de la Constitución Federal, pues de lo contrario se debe de aplicar el principio de “afirmativa ficta” previsto el citado precepto 75.

En el caso, este criterio tiene aplicación, puesto que, como la recurrente lo alegó en el agravio que se estudia, no le proporcionaron la información que solicitó y, efectivamente, se trata de información que le debieron de poner a disposición para que se allegara a ésta.


Fecha de presentación de la solicitud de acceso a la información pública.


Como se vio en el resultando primero, el 04 cuatro de mayo de 2016 dos mil dieciséis, el ahora quejoso presentó ante el ente obligado su solicitud de acceso a la información pública, según consta en el sello de recibido por parte del ente obligado.

Fecha en que comenzó a transcurrir el plazo para que el ente obligado diera respuesta a la solicitud de acceso a la información pública o entregara la información y fecha de terminación de ese plazo.


De conformidad con el artículo 73 de la Ley de Transparencia el plazo que el ente obligado tenía para dar respuesta a la solicitud de acceso a la información pública o entregar la información comenzó al día hábil siguiente al que recibió ésta, esto es, que si la solicitud la recibió el día 04 cuatro de mayo de 2016 dos mil dieciséis, dicho plazo empezó el día 06 seis del mismo mes, y vencía el día 20 veinte de mayo de 2016 dos mil dieciséis; sin contar los días 05 cinco y 10 diez de mayo por tratarse de días inhábiles para esta Comisión, así como también 07 siete, 08 ocho, 14 catorce y 15 quince de mayo por tratarse de sábados y domingos.

Aplicación del principio de afirmativa ficta.


En el presente procedimiento esta Comisión de Transparencia determina que aplica el principio de afirmativa ficta porque la autoridad no demostró haber dado respuesta o entregado la información al solicitante dentro del plazo de diez días que le exige el artículo 73 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, esto es que si la fecha de la presentación de la solicitud de acceso a la información pública fue el 04 cuatro de mayo de 2016 dos mil dieciséis, el plazo que el ente obligado tenía para dar respuesta era hasta el día 20 veinte de mayo, sin contar los días 05 cinco y 10 diez de mayo por tratarse de días inhábiles para esta Comisión, así como también 07 siete, 08 ocho, 14 catorce y 15 quince de mayo por tratarse de sábados y domingos y, la autoridad no demostró haber dado respuesta dentro de ese tiempo, sino, que la respuesta fue dada fuera del término legal establecido, así como la respuesta fue de manera incompleta. Motivo por el cual, tal y como se observó, no dio una respuesta dentro del término establecido por la Ley de Transparencia para el Estado.

3. Efectos de la resolución.

En conclusión y con fundamento en los artículos  81, 82, 84, fracciones I y II, 99 y 105, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, esta  Comisión de Transparencia aplica el principio de afirmativa ficta por los fundamentos y las razones desarrolladas en el presente considerando y, por ende, se conmina al sujeto obligado para que entregue al quejoso:

· Las copias certificadas de todas y cada una de las actas de cabildo que han sido emitidas de las sesiones de cabildo ordinarias y extraordinarias del día 01 uno de octubre de 2015 dos mil quince a la fecha en la que le dieron respuesta
· Copias del libro de actas acorde al punto anterior.

Ahora, en caso de que la información solicitada, tenga datos susceptibles de considerare como confidenciales, se elabore la versión pública de la información y la misma le sea entregada al ahora quejoso.

4. Modalidad de la entrega de la información.

Como el quejoso presentó dirección para recibir y oír notificaciones, en ese domicilio es en el que se le debe de entregar la información solicitada, por ende, lo que se pretende es que el quejoso acceda a la información y en el caso concreto como ya se dijo, señaló domicilio para recibir y oír notificaciones, por este conducto –domicilio del quejoso– el ente obligado debe de entregar la información. 


5. Plazo para el cumplimiento de esta determinación.

Con fundamento en los artículos 2°, 5°, 8°, 14, 15, 16 fracción I, 73, 75, 81, 82 y 84 fracciones I y II, 105 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, mismos que conceden facultades a este Órgano Garante de interpretar y aplicar las disposiciones de la Ley en cita; por consiguiente, el Pleno de esta Comisión, de conformidad con el artículo 4 de la Ley de Transparencia, aplica de forma supletoria lo que establece el artículo 993 del Código Procedimientos Civiles vigente en el Estado, que dispone que las sentencias que condenan a hacer alguna cosa, el juez señalará al que fue condenado, un plazo prudente para el cumplimiento, atendidas las circunstancias del hecho y de las personas, así pues, y toda vez que la Ley de la materia no establece un plazo específico para el cumplimiento de las resoluciones que dicta esta Comisión, se aplica el artículo antes citado, mismo que otorga una facultad discrecional al Juzgador para determinar un plazo en el cumplimiento de las sentencias, por ende, este órgano garante se acoge al precepto legal antes invocado para valorar y determinar el plazo del cumplimiento de las resoluciones que emite esta Comisión, en el caso concreto, de ponderar las circunstancias de hecho y de actuar en consecuencia con la finalidad principal de regular aspectos específicos de la ley de la materia, complementando así las atribuciones o funciones que se otorga a este Órgano.

 

En mérito de lo anterior, se le concede al ente obligado el plazo de 10 diez días, contados a partir del día siguiente de su notificación, para efectos de que cumpla esta resolución en sus términos; se estima dicho periodo, ya que como el ente obligado quedó constreñido a entregar la información que le fue solicitada, y resulta pertinente conceder dicho término en analogía al artículo 73 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

Ahora bien, una vez que transcurra dicho término, esta Comisión requiere al ente obligado para que en tres días hábiles adicionales informe sobre el cumplimiento del presente fallo con los documentos fehacientes (originales o copia certificada de documentos y bandeja de salida del correo electrónico), con fundamento en el artículo 131, fracción IV, del Código de Procedimientos Civiles del Estado, aplicado de manera supletoria a la Ley de la materia, de conformidad con su artículo 4°, y en caso de no cumplir con esta resolución esta Comisión iniciará el procedimiento para la imposición de sanciones prevista por los artículos 15, 84, fracción XX, 109, fracción IV y demás relativos de la invocada Ley.

RESOLUTIVO


ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública, aplica el principio de afirmativa ficta, por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.

Notifíquese personalmente la presente resolución al ente obligado de conformidad con lo dispuesto por los artículos 106, 108, 119 y 122 del Código de Procedimientos Civiles de este Estado de aplicación supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí de acuerdo con su artículo 4 y al quejoso por el medio que designó.

Así lo resolvieron por unanimidad de votos en sesión ordinaria de Consejo el 05 cinco de octubre de 2016 dos mil dieciséis, los Comisionados integrantes de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y, Mtro. Alejandro Lafuente Torres, siendo ponente la primera de los nombrados, con fundamento en los artículos 81, 82, 84, fracciones I y II  y 105, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública abrogada en esta Entidad Federativa, quienes firman con la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Ejecutiva que autoriza y da fe. 

	            COMISIONADO PRESIDENTE

        ALEJANDRO LAFUENTE TORRES


	         COMISIONADA

YOLANDA E. CAMACHO ZAPATA  



	COMISIONADA

CLAUDIA ELIZABETH ÁVALOS CEDILLO
	
	SECRETARIA EJECUTIVA

     ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA 


*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA QUEJA 344/2016-2 QUE FUE PRESENTADA EN CONTRA DEL H. AYUNTAMIENTO DE VILLA DE LA PAZ Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN ORDINARIA DE 05 CINCO DE OCTUBRE DE 2016 DOS MIL DIECISÉIS. 
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Eliminado 1. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo tercero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; Numeral Trigésimo Octavo de los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas; Artículos 3 fracción XI, XVIII, XXVIII, 24 fracción VI, 82, 138 y Transitorio Noveno de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. En virtud de que contiene dato personal correspondiente al nombre del recurrente.











� ARTICULO 98. La persona a quien se le niegue el acceso a la información, considere que la información entregada es incompleta, no corresponde con la requerida en su solicitud, o no esté de acuerdo con el tiempo, costo, formato o modalidad de entrega, podrá interponer queja ante la CEGAIP.


� ARTICULO 75. Si transcurridos diez días hábiles de presentada la solicitud de información, la unidad de información pública no respondiere al interesado, se aplicará el principio de afirmativa ficta, y la autoridad estará obligada a entregar la información de manera gratuita, en un plazo máximo de diez días hábiles; salvo cuando se trate de información reservada o confidencial.


� ARTICULO 99…


Las solicitudes presentadas en ejercicio de la acción de datos personales, o de acceso a la información pública, que no se resuelvan dentro de los plazos que al efecto establecen los artículos 56, 57, 73 y 75 de esta Ley, se entenderán resueltas en sentido positivo, quedando el solicitante en aptitud de interponer la queja en cualquier tiempo posterior a dicho plazo, para el efecto de que la CEGAIP ordene al ente obligado, la entrega o modificación de los datos personales, o la entrega gratuita de la información pública solicitada.


� ARTICULO 78. Las unidades administrativas podrán entregar documentos que contengan información reservada o confidencial, únicamente cuando los documentos en que conste la información, permitan eliminar las partes o secciones clasificadas.





